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as condiciones materiales de las personas, sus famili: 
postre, de los países, marcan los resultados de las elecciones. 
Si la economía no acompaña a las personas, estas no segui- 
rána los gobernantes. Cuando el futuro nose ve próspero, na- 
cen los incentivos para que las personas depositen su fe en li- 

derazgos mesiánicos, aun cuando lo prometido tenga un alto costo. 
Los riesgos de las fórmulas de prosperidad cuasimágicas, pero que 

dan la espalda a la democracia constitucional y a los derechos huma- 

nos, son patentes en Chile y en el mundo. Por años, muchos defen- 
dieron la dictadura chilena indicando que el crecimiento económi- 
co morigeraba o justificaba la brutalidad de las violaciones a los de- 

rechos humanos o la ausencia total de democracia bajo un régimen 
militar autoritario. Inclusive, el peso específico de las condiciones ma- 
teriales puede haber sido un factor importante en la pérdida de ad- 
hesión de algunos al régimen, pues su caída coincide con altos índi- 
ces de pobreza posteriores a la crisis económica del 81. La añoranza 
de la década de los 90 habitualmente también está anclada, entre otras 
virtudes, al ritmo de crecimiento económico del país. 

Hoy, en otras latitudes, la promesa de un futuro mejor, ya sea uno 
donde reine la libertad a toda costa o bien que un país vuelva ser fan- 
tástico, se erige sobre la apuesta a una bonanza económica que justi- 
fique actos deleznables. Discursos y acciones donde se busca precari- 
zar condiciones laborales, discriminar a mujeres, humillar y crimina- 
lizar a personas de la comunidad LGTBIQ+, migrantes y población 
afrodescendienteo, abiertamente, desconocer el estado de derecho, en- 
tendido como límite a la arbitrariedad en el ejercicio del poder, se es- 
cudan en el crecimiento económico como una fuente de legitimidad. 

¿Puede sostenerse en el tiempo un crecimiento económico a costa 

de la dignidad de las personas, el respeto a los derechos humanos y 
el estado de derecho? Históricamente, esta propuesta ha terminado 
en tragedia, dolor y retroceso. La democracia, el estado de derecho y 
el respeto a los derechos humanos son una triada virtuosa que acom- 

paña un anhelo muy distinto al prometido por este tipo de lideraz- 
gos: el desarrollo. 

Para Naciones Unidas, “el desarrollo es una empresa multidimen- 

sional para lograr una mejor calidad de vida para todos los pueblos. 
El desarrollo económico, el desarrollo social y la protección del me- 

divambiente son componentes del desarrollo sostenible que tienen una 
relación de interdependencia y se refuerzan recíprocamente”. Nadie 
duda acerca de la importancia del crecimiento económico, pero no 

basta para prosperar como sociedad. Apostar a un crecimiento sin dis- 
tribución de sus beneficios que se anquilosa en un sistema de jerar- 
quías sociales donde campea la xenofobia, el racismo, la homofobia 

y el machismo, difícilmente puede ser sostenible. El momento pre- 
sente obliga a un análisis detenido acerca de qué es lo que realmente 
ofrecen los liderazgos políticos que aspiran a dirigir nuestro país y si 

buscan realmente el desarrollo de todos. 
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ran revuelo ha causado el reportaje de The Clinic sobre los 
traspasos por aproximadamente US$ 3.500 millones que la 
Corfo realizó al Ministerio de Hacienda en 2023, al punto de 

que la Contraloría General de la República anunció que va 
a realizar una investigación especial para determinar si 

eventualmente hubo irregularidades en este proceso. Ante una situa- 
ción de esta naturaleza es importante distinguir entre lo fundamental 
y lo accesorio. Lo primero que es importante tener claro es que el Mi- 
nisterio de Hacienda tiene plenas facultades para solicitar traspasos de 
recursos desde los distintos servicios públicos, de manera que no ha 
habido ninguna “ilegalidad” en este acto. A su vez, el consejo de la Cor- 

fo dio su aprobación a los traspasos, tal como consta en las actas que 
se han dado a conocer. La discusión más de fondo se refiere a si la de- 
cisión adoptada fue o no la correcta. 
Las autoridades económicas han defendido la operación, argumen- 
tando que estos recursos corresponden a los ingresos extraordinarios 
quela Corfo recibió como consecuencia del elevado precio del litio que 
se registró en años anteriores. El punto que hay que hacer aquí es que 
el primer traspaso por US$ 2.500 millones calza perfecto con ese ar- 
gumento, pero en la segunda solicitud por US$ 1.500 millones, si bien 
también tenían su origen en mayores ingresos por litio, esos fondos 
ya se habían “capitalizado” en la Corfo, y por tanto ya se habían inte- 
grado a su patrimonio. Desde esta perspectiva, ese segundo retiro sí 
significó una disminución patrimonial, y de hecho así lo hizo ver el 
actual timonel de la Corfo en el acta respectiva, puntualizando que para 
los fines propios de la Corporación -apoyo al emprendimiento y la in- 
novación, otorgamiento de garantías crediticias, capital de riesgo- no 
es aconsejable debilitar su patrimonio. Es cierto que al final del día el 
aparato estatal es uno solo, y quela Corfo no puede realizar gastos que 
no estén aprobados en la Ley de Presupuestos de cada año, pero sien- 
do la Corporación un servicio público descentralizado con patrimo- 
nio y personalidad jurídica propia, debería serlabor de su consejo ve- 
lar por ello. 

Pero la cuestión de fondo que subyace a todo lo anterior se refiere a 
sies o no correcto utilizar ingresos transitorios -radicados en el Teso- 

ro Público, en Corfo o en cualquier otro servicio- para financiar gas- 
tos permanentes, que es lo que en definitiva ocurrió ante la estrechez 

de caja fiscal y la dificultad de acceder a nueva deuda, al punto que se 
solicitó a Corfo acelerar los traspasos que ya habían sido pactados de 
ser pagados en un determinado número de cuotas. Y la respuesta es que 

esta no es la forma correcta de proceder, lo que da cuenta de que de- 
trás de la solicitud del segundo traspaso lo que hubo fue una deficien- 
cia en la planificación presupuestaria por parte de la Dipres. Para evi- 

tar que situaciones de este tipo se repitan en el futuro va a ser necesa- 
rio reforzar la regla fiscal en lo referido al uso de losrecursos provenientes 
del litio, laque a pesar de los cambios introducidos a solicitud del Con- 
sejo Fiscal Autónomo, sigue siendo laxa. 
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a toma de San Antonio deja en eviden- 
cia fracturas. Nose trata solo de estasi- 
tuación, ya grave, sino de todo un sis- 

tema que no parece preparado para 
tratar con estas situaciones, hoy fre- 

cuentes. 
Saltarse las reglas se justificaba si había nece- 

sidades: los meses del estallido llevaron a muchos 
a pensar que bastaba con considerarque una ne- 
cesidad se encontraba insatisfecha, posiblemen- 
te con razón, para tomar justicia por mano pro- 

pia. Con los defectos que tiene nuestro estado de 

derecho, no existe ningún marco de acción 
mejor que ese para ordenar la vida colectiva. 
Hoy pagamos un alto precio. 

Derecho ala vivienda vs. el derecho a la pro- 
piedad: este último esta consagrado en la Cons- 
tución; el derecho a la vivienda, no, aunque 
sería importante que así fuera. Pero un dere- 
cho a la vivienda obliga al Estado a proveerla, 

y no puede ser entendido como un pase para 
hacerse de un terreno por la fuerza, ni para obs- 
taculizar a la justicia de tomar acciones en el 
caso de que eso ocurra. 

Una solución habitacional que tuvo años 
para concretarse: en todo el tiempo que pasó 

desde el inicio de la toma hubo plazo más que 

suficiente para concretar una o varias solucio- 

nes que dieran respuesta a la necesidad de los 

pobladores. ¿Por qué no se hizo? 
Solución presionada por la toma, mal prece- 

dente: a pesar de lo dicho en el punto anterior, 

una solución presionada por la toma es una pé- 
sima señal, que pasa por encima de toda la po- 
blación, igual o más necesitada, que espera 

pacientemente una casa, de acuerdo con las re- 
glas. La señal de que actuando por la fuerza se 
acelera la obtención de lo que se quiere, es 
grave. 

¿Y sies el Estado el que compra el suelo? Algo 
parecido al punto anterior ocurre con la posi- 

bilidad de que sea el Estado el que compre, para 
radicar el campamento. También mala señal 
para los que llevan años en las listas de espera. 

Una presión indebida sobre los propietarios 
del terreno: no es razonable que al propietario 
del suelo se le presione a negociar con los po- 
bladores; este no es un asunto “entre privados”. 
Se trata de una usurpación de propiedad pri- 
vada, que ya tiene fallo judicial. 

La escena horrorosa que nadie quiere ver: el 
desalojo será terrible, con niños, ancianos, em- 
barazadas. Está de más decir que hay una cues- 
tión humanitaria que habría justificado cual- 
quier esfuerzo, cualquier gestión, con tiempo. 

El quién hace qué: ha sido sorprendente el de- 
bate sobre quién debería ejecutar el desalojo. 
¿No se vio esa posibilidad antes? ¿No se hicie- 

ron planes, vivienda de emergencia, en el caso 
de que llegara el momento? 

El riesgo grave de no hacer nada: por supues- 

to, el riesgo de no hacer nada es también gra- 
vísimo, porque daría a entender que un fallo ju- 
dicial no necesariamente se ejecuta. Sería el fin 

del apego a la ley. 
En suma, una serie de fracturas que habría 

que haber previsto, anticipado, evaluado, con 

tiempo. Hoy, todas las soluciones (y sus efec- 
tos sobre el total del sistema con personas que 
también esperan sus viviendas) son malas. 
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